
DICTAMEN No. 112 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día seis de noviembre de mil novecientos ochenta, adoptó el acuerdo que 
copiado literalmente dice así:  
Número 458. Se da cuenta con el oficio  consulta de la Presidenta por 
sustitución del Tribunal Provincial Popular de Ciudad de La Habana, que es del 
tenor siguiente:   
"En la Sala de lo Penal de este órgano, obran los autos de una causa de la 
radicación del extinguido Tribunal provincial Popular de La habana, por un 
delito complejo de homicidio, lesiones graves, lesiones leves y daños de 
carácter culposo, en la que es su primer resultando, se da por probado entre 
otras cuestiones, que a consecuencia de los hechos que originan las 
actuaciones, un ciudadano resultó muerto instantáneamente producto de las 
lesiones recibidas con motivo del accidente del tránsito acaecido, y otro más 
recibió lesiones de las que tardó en sanar noventa días. Sin embargo, en la 
parte dispositiva de la referida sentencia, la Sala de instancia al imponer al 
acusado la consiguiente responsabilidad civil, sólo hace pronunciamiento en 
cuanto a la obligación de indemnizar a los herederos del ciudadano que resultó 
muerto, no verificándolo en cuanto al otro que recibió las mencionadas 
lesiones.  
Al resolverse con fecha 4 de octubre de 1978 por la Sala de lo penal de ese 
tribunal Supremo Popular los recursos de casación por quebrantamiento de 
forma e infracción de ley interpuestos por el acusado sancionado, éstos fueron 
declarados sin lugar, confirmándose por tanto, la sentencia dictada en la 
primera instancia, ejecutoriándose ésta en cuanto a la indemnización fijada, en 
lo que respecta solamente a los herederos del ciudadano fallecido. 
Así las cosas, el otro ciudadano ha presentado queja por no habérsele 
abonado aún el tiempo en que estuvo impedido de trabajar y planteando que, 
como consecuencia de las lesiones sufridas, ha sido intervenido 
quirúrgicamente, mermando su capacidad para el trabajo y sintiéndose 
perjudicado en la suma de $1,400.43 moneda oficial. 
Teniendo en cuenta el hecho de que, a pesar de no haberse hecho 
pronunciamientos en la parte dispositiva de la sentencia dictada, en el 
resultando probado sí se hace mención al período en que el interesado demoró 
en obtener su sanidad, y en atención a lo establecido en el artículo 276 de la 
Ley número 5 de 1977 de Procedimiento Penal vigente, se formula a ese 
Consejo de Gobierno la siguiente:  
CONSULTA 
¿Puede en la actualidad el perjudicado establecer la correspondiente 
reclamación por la vía civil para, lograr la indemnización que le corresponda 
durante el período en que demoró en obtener su sanidad, y que se consigna en 
el resultando probado de la sentencia dictada, aún cuando ello no se dispone 
en la parte dispositiva de dicha sentencia, la que es firme desde hace dos 
años?". 
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
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De conformidad con la Ley de Procedimiento Penal, los tribunales no podrán 
variar, después de firmadas, las sentencias que pronuncien, pero si suplir 
cualquier omisión material importante en que hubieren incurrido.  
En consecuencia, declarando por la Sala de lo penal en el resultando probado 
un hecho, del cual se deriva responsabilidad civil, si en la parte dispositiva se 
omite hacer el oportuno pronunciamiento sobre este particular que resulta 
preceptivo, es evidente, y por demás justo, que la Sala declare haber omitido 
esa declaración y subsane esa falta mediante auto aclaratorio de la sentencia.  
Al propio tiempo se advierte a los presidentes de los tribunales provinciales 
populares que deben imponer en todo caso las correcciones disciplinarias del 
orden gubernativo que correspondan a los jueces que integran las salas o sus 
secciones, en su caso, de los tribunales que presiden, así como a los de los 
tribunales municipales, que incurran en omisiones de la naturaleza de la que se 
trata. 
Comuníquese el presente dictamen a la Presidenta por sustitución del tribunal 
Provincial Popular de Ciudad de La Habana y circúlese a los restantes 
tribunales provinciales populares y por conductos de éstos a sus respectivos 
tribunales municipales; y oportunamente dése cuenta al Pleno.  


